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RESUMEN: En este trabajo se pretende 
conjugar la fase extrajudicial prevista en el art. 
7 TRLRCSCVM con la exigencia introducida 
por la LO 1/2025 de haber acudido a un medio 
adecuado de solución de controversias en vía 
no jurisdiccional (MASC) como requisito de 
procedibilidad. También se reflexiona sobre la 
incidencia que la actuación de las partes en di-
cha fase previa pudiera tener en el pronuncia-
miento y tasación de costas. Finalmente, se 
apuntan otras cuestiones que plantea la refor-
ma en relación con los procedimientos de re-
clamación de daños derivados de accidentes 
de circulación.

I. INTRODUCCIÓN

El art. 5 de la LO 1/25, de 2 de enero, de me-
didas en materia de eficiencia del Servicio Pú-
blico de Justicia (LO 1/25), introduce con carác-
ter general, como requisito para la admisión de 
la demanda en los procedimientos seguidos 
ante la jurisdicción civil, haber acudido a un me-
dio adecuado de solución de controversias en 
vía no jurisdiccional (MASC).

El art. 2 LO entiende por MASC cualquier 
tipo de actividad negociadora, reconocida en 
esa u otras leyes, estatales o autonómicas, a las 
que las partes de un conflicto acuden de buena 
fe con el objeto de encontrar una solución ex-
trajudicial a aquel, ya sea por sí mismas o con la 
intervención de una tercera persona neutral.

La referencia a procedimientos de negocia-
ción previstos en otras leyes hace surgir la duda 
de si la fase extrajudicial obligatoria regulada en 
el art. 7 TRLRCSCVM, en su redacción introduci-
da por la Ley 35/2015, sirve para tener por cum-
plido el requisito de procedibilidad introducido 
por la LO 1/25.

Pero esta última reforma plantea otras in-
certidumbres, cuya solución dependerá de si se 
considera que el citado art. 7 TRLRCSCVM debe 
ser reinterpretado conforme a la LO 1/25 o si, 
dado su carácter de ley especial, procede man-
tener una interpretación autónoma, respecto de 
la que existe una práctica judicial más o menos 
consolidada.

Además, deben entenderse extensibles a 
los procedimientos de tráfico las modificacio-
nes introducidas en los artículos de la Ley de 
Enjuiciamiento Civil (LEC) reguladores del pro-
nunciamiento y de la tasación de costas, deriva-
das del deber de jueces y tribunales, introduci-
do en el art. 7.4 LO 1/25, de tener en considera-

ción la colaboración de las partes respecto a la 
solución consensuada y el eventual abuso del 
servicio público de justicia.

II. REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD 
ESPECÍFICO PARA LOS LITIGIOS DE 
TRÁFICO.

Algunos profesionales se plantean si el me-
canismo de reclamación extrajudicial-oferta/
respuesta motivada del art. 7 TRLRCSCVM es 
una de las actividades negociadoras previstas 
en otras leyes a las que el art. 2 LO 1/25 recono-
ce como MASC. En definitiva, se cuestiona si el 
referido art. 7 permite tener por cumplido el 
nuevo requisito de procedibilidad introducido 
con la reforma.

Entiendo que, para dar una respuesta ade-
cuada a dicha cuestión, se debe partir de que la 
fase extrajudicial prevista en dicho precepto 
constituye un específico requisito de procedibi-
lidad para las demandas de responsabilidad ex-
tracontractual por accidentes de circulación, tal 
y como se desprende de su último párrafo.

Siendo esto así, cumplidos los trámites le-
galmente preceptivos contemplados en dicho 
precepto -reclamación del perjudicado a la 
aseguradora y emisión de oferta o respuesta 
motivada por la compañía (o transcurrido el 
plazo para su emisión sin hacerlo)-, no habría 
motivo alguno que justificara la inadmisión de 
la demanda. De hecho, el propio art. 7.8 TRL-
RCSCVM reconoce expresamente que el perju-
dicado tiene en ese momento expedita la vía 
judicial, sin imponerle trámites adicionales (al 
margen de las opciones facultativas que se 
ofrecen para solventar extrajudicialmente la 
controversia).

A la vista de lo anteriormente expuesto, no 
parece acertada la tesis que niega que la fase 
extrajudicial prevista en el art. 7 TRLRCSCVM 
cumpla el requisito de procedibilidad que esta-
blece la reforma. Según dicha postura, fracasa-
do el mecanismo establecido en dicho precep-
to, habría que acudir a otro MASC para conse-
guir la admisión de la demanda. Para ello se 
basa en que el mecanismo de reclamación-ofer-
ta/respuesta motivada no puede considerarse 
un proceso negociador propiamente dicho.

Como argumentos de refuerzo para rebatir 
esta afirmación, al margen del principal de que 
los procedimientos de tráfico tienen un requisi-
to de procedibilidad específico, se podrían ale-
gar los siguientes:
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i.	 El art. 2 LO 1/25 exige que las partes 
acudan de buena fe a la actividad ne-
gociadora con el objeto de encontrar 
una solución extrajudicial al conflicto. 
Es evidente que dicha finalidad es la 
que subyace en el art. 7 TRLRCSCVM. 
Por otra parte, la Guía de Buenas Prác-
ticas emitida por la Comisión de Segui-
miento del sistema de valoración del 
daño corporal, recoge que las relacio-
nes entre asegurador y perjudicado, y 
de todos los profesionales que partici-
pan en los procedimientos de reclama-
ción de daños personales deben estar 
presididas por los principios de colabo-
ración, buena fe y transparencia.1

ii.	 Es cierto que entre dichos principios no 
se contempla el de la confidencialidad 
previsto para el resto de MASC en el art. 

1	 1https://dgsfp.mineco.gob.es/es/DireccionGene-
ral/Publicaciones%20Comisin%20Baremo/BUENAS%20
PRACTICAS.pdf

9 LO 1/25, lo que constituye una opción 
legislativa perfectamente aceptable y 
que probablemente obedece a la singu-
laridad del requisito de procedibilidad 
establecido para este tipo de reclama-
ciones. En estos casos, el tribunal nece-
sita conocer determinados extremos de 
la fase extrajudicial para poder pronun-
ciarse, por ejemplo, sobre los intereses 
moratorios del art. 20 LCS, lo que de-
penderá, tanto de si el perjudicado ha 
colaborado con los servicios médicos 
de la compañía, como de si la oferta/
respuesta motivada cumple los requisi-
tos legalmente establecidos. No obs-
tante, aunque la confidencialidad no 
afecte al contenido de la reclamación y 
de la oferta o respuesta motivada, ni a 
los documentos que a ellas se aporten, 
si las partes o los abogados que les 
asisten cruzaran comunicaciones con 
distintas propuestas para evitar el liti-
gio, estas sí estarían afectadas por la 
confidencialidad prevista con carácter 
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general en el art. 16 LO 5/2024, del De-
recho de Defensa.

iii.	 El legislador ha contemplado especiali-
dades análogas a las contenidas en la 
fase previa del art. 7 TRLRCSCVM en 
otros ámbitos, como el de consumo, que 
buscan hacer frente a la situación de des-
equilibrio existente entre las partes. Por 
ejemplo, cuando se ejercita una acción 
de restitución de las cantidades indebi-
damente satisfechas por el consumidor 
en aplicación de determinadas cláusulas 
suelo u otras que se consideren abusivas, 
contenidas en préstamos o créditos ga-
rantizados con hipoteca inmobiliaria, el 
nuevo apartado 5 del art. 439 LEC permi-
te tener por cumplido el requisito de pro-
cedibilidad con la mera reclamación del 
consumidor dirigida al prestamista profe-
sional. Además, se introduce un nuevo 
art. 439 bis en el que se regula un meca-
nismo extrajudicial semejante al contem-
plado en el art. 7 TRLRCSCVM según el 
cual, recibida dicha reclamación, el profe-
sional deberá, bien admitirla -en cuyo 
caso efectuará un cálculo de la cantidad 
a devolver de manera desglosada-, bien 
rechazarla, exponiendo los motivos en 
los que funda su decisión, que no pueden 
ser modificados en el procedimiento judi-
cial ulterior. Siendo esto así, parece evi-
dente que en este trámite previo tampo-
co rige la confidencialidad pues, de otro 
modo, el tribunal no podría comprobar si 
las causas de oposición alegadas por el 
demandado coinciden o no con las que 
hizo valer extrajudicialmente.

iv.	 Si, fracasado el mecanismo obligatorio 
del art. 7 TRLRCSCVM, se exigiera al 
perjudicado acudir a otro MASC, haría-
mos a este de peor condición que al 
resto de demandantes, a quienes no se 
impone el deber de intentar sucesiva-
mente distintos procesos de negocia-
ción en caso de no alcanzar un acuerdo 
a través del inicialmente elegido. Ello, 
además, sería contradictorio con la vo-
luntad del legislador de “privilegiar” a 
los perjudicados por accidentes de cir-
culación y a los consumidores - por la 
especial protección que merecen-, al 
reconocerles que cumplen el requisito 
de procedibilidad con una mera recla-
mación extrajudicial.

v.	 Se reprocha que en la fase extrajudicial 
prevista en el art. 7 LRCSCVM no se de-

sarrolla una actividad negociadora pro-
piamente dicha, en la que se intercam-
bien propuestas y se hagan cesiones 
mutuas, a lo que cabe contraponer lo 
siguiente:

	 * No todos los MASC previstos en la LO 
1/25 implican necesariamente una ne-
gociación en sentido estricto, como 
ocurre con la oferta vinculante confi-
dencial.

	 * La ya citada Guía de Buenas Prácticas 
exime al perjudicado de trasladar a la 
aseguradora su postura sobre el impor-
te de la indemnización, ya que no es 
exigible que la reclamación extrajudicial 
previa contenga cuantificación alguna, 
incluso en el caso de que el reclamante 
disponga de todos los elementos para 
poder calcularla y cuantificarla.

	 * No es razonable esperar que el perju-
dicado tenga que hacer concesiones en 
detrimento de la indemnización que le 
corresponde en aras a obtener una so-
lución consensuada, dado el principio 
de reparación íntegra que informa estos 
procedimientos.

La Junta de Jueces de Primera Instancia de 
Granada, en el Acuerdo de unificación de crite-
rios adoptado el 28 de marzo de 2025, recono-
ce expresamente la reclamación previa del art. 7 
TRLRCSCVM como MASC a los efectos de la LO 
1/2025.

III. ART. 7 TRLRCSCVM Y LA NUEVA 
REGULACIÓN SOBRE COSTAS

La evaluación judicial del comportamiento 
de las partes en la fase previa no resulta nove-
dosa en los procedimientos de tráfico, en los 
que se tiene en cuenta aquella a los efectos del 
pronunciamiento sobre los intereses moratorios 
del art. 20 LCS (arts. 7.2 y 37.2 TRLRCSCVM).2

En relación con las costas, la Comisión de 
Seguimiento del sistema de valoración del daño 
corporal introdujo en el informe razonado emiti-

2	 El Proyecto de reforma del TRLRCSCVM inclu-
ye una nueva circunstancia de la fase extrajudicial a tener 
en cuenta en el procedimiento ulterior, al establecer en los 
apartados 3.c y 4.b)  del proyectado art. 7 que, el incumpli-
miento del deber de acompañar a la oferta o a la respuesta 
motivada el informe médico definitivo, impedirá la aporta-
ción de informes médicos periciales en el posterior proceso 
judicial ulterior.
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1.1.- Estimación/desestimación total.

En relación con la estimación/desestima-
ción total de la demanda, se modifica el aparta-
do 1, y se introduce un desconcertante apartado 
4 en el art. 394 LEC.

•	 Apartado 1.

Se mantiene la regla general del vencimien-
to, así como la actual excepción en el caso 
de que el juez aprecie, y así lo razone, que 
concurren serias dudas de hecho o de dere-
cho. Como novedad, se introduce otra ex-
cepción según la cual, no habrá pronuncia-
miento sobre costas a favor de aquella par-
te que hubiere rehusado expresamente o 
por actos concluyentes, y sin justa causa, 
participar en un MASC legalmente precepti-
vo, al que hubiese sido efectivamente con-
vocado, o que se hubiere acordado, previa 
conformidad de las partes, por derivación 
judicial.

La literalidad de la nueva excepción suscita 
el interrogante de si esta debe aplicarse au-
tomáticamente (“no habrá pronunciamien-
to de costas”) o debe ser motivada, como 
ocurre con la apreciación de serias dudas 
de hecho o de derecho, que exige el razo-
namiento del tribunal. Esta duda se acre-
cienta con el apartado 2 del art. 394 LEC, 
que introduce una excepción análoga para 
el supuesto de estimación parcial, pero re-
quiere en ese caso que la decisión esté de-
bidamente motivada. El hecho de que la ex-
cepción no se refiera a un mero rehúse a 
participar en un MASC, sino a hacerlo injus-
tificadamente, requeriría que el tribunal fun-
damente porqué lo considera así en cada 
caso.4 Conviene recordar que, en las esca-
sas ocasiones en las que ha tenido acceso a 
la Sala Primera del Tribunal Supremo la in-
fracción de normas sobre costas, esta se ha 
apreciado cuando la sentencia recurrida se 
había apartado de las reglas generales so-
bre vencimiento sin motivar dicha decisión 
(entre otras, SsTS 170/2022, de 2 de marzo 
y 32/2022, de 24 de enero).

Por lo que respecta a los procedimientos de 
tráfico, parece que no hay duda de que el 
incumplimiento de la aseguradora de emitir 

4	 En el mismo sentido, Gregorio Serrano Hoyo. Cos-
tas en caso de inasistencia injustificada a los MASC y pos-
terior vencimiento procesal del rebelde extraprocesal. La 
eficiencia de la justicia a debate / coord. por Felip Alba Cla-
dera; Fernando Jiménez Conde (dir.), Francisco López Simó 
(dir.), 2023, ISBN 9788410716575, pág. 162.

do en cumplimiento de la DA 1.ª de la Ley 
35/20253 una recomendación para que se valo-
rara el instrumento de la condena en costas, en 
supuestos de estimación parcial, como incenti-
vo a una menor litigación.

El art. 7.4 LO 1/25 impone a los tribunales, 
en el caso de que se inicie un proceso judicial 
con el mismo objeto que el de la previa activi-
dad negociadora, el deber de tener en conside-
ración la colaboración de las partes respecto a 
la solución consensuada y el eventual abuso del 
servicio público de Justicia al pronunciarse so-
bre las costas, o en su tasación, así como para la 
imposición de multas o sanciones.

Se introduce de esta forma un nuevo 
concepto, como es el del abuso del servicio 
público de Justicia que, según el Preámbulo 
de la LO 1/25, irá delimitando la jurispruden-
cia para diferenciarlo de otros ya existentes, 
y a los que complementa, como son la mala 
fe, la temeridad y el abuso del derecho. No 
obstante, aclara que por abuso del servicio 
público se entiende cualquier actitud incom-
patible de todo punto con su sostenibilidad, 
como ocurre con la utilización irresponsable 
del derecho fundamental de acceso a los tri-
bunales, al acudir injustificadamente a la ju-
risdicción, cuando hubiera sido factible y evi-
dente una solución consensuada de la con-
troversia, así como en los casos en que las 
pretensiones carezcan notoriamente de toda 
justificación.

A fin de que los tribunales puedan valorar 
los extremos indicados, la LO 1/25 introduce 
modificaciones tanto en el art. 247 LEC, como 
en los preceptos reguladores del pronuncia-
miento y tasación de costas, que se analizan a 
continuación.

1.- Pronunciamiento sobre costas.

Procede tener en cuenta que, cuando los 
tribunales se pronuncien sobre las costas al 
dictar sentencia, aún estará vigente el princi-
pio de confidencialidad que afecta a los MASC, 
salvo en lo que concierne a su objeto y a si las 
partes han acudido o han rehusado participar 
en el proceso negociador. Por tanto, es en tor-
no a este último extremo sobre el que gira la 
nueva regulación del pronunciamiento sobre 
costas.

3	 https://dgsfp.mineco.gob.es/es/DireccionGeneral/
Publicaciones%20Comisin%20Baremo/informe%20razona-
do.pdf
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oferta o respuesta motivada equivaldría a 
un rehúse injustificado a participar en la 
fase previa preceptiva por lo que, en ese su-
puesto, no habría pronunciamiento en cos-
tas a su favor, aun cuando se desestimara la 
demanda interpuesta por el perjudicado. En 
cambio, entiendo que no sería aplicable la 
excepción al perjudicado vencedor que no 
hubiera dirigido la reclamación extrajudicial 
a la aseguradora, cuando esta hubiera emi-
tido la correspondiente oferta/respuesta 
motivada por haber tenido conocimiento 
del siniestro por otra vía, como pudiera ser 
la comunicación de su propio asegurado, ya 
que esa puesta en conocimiento es el obje-
tivo de la reclamación.

Es difícil imaginar un supuesto en el que la 
falta de contestación por la aseguradora 
pudiera considerarse justificado. Si, por 
ejemplo, se alegara como justa causa que el 
perjudicado no ha aportado la documenta-
ción médica requerida, ni se ha dejado re-
conocer por los servicios médicos de la 
compañía, el deber de esta era dictar res-
puesta motivada.

Sin embargo, podría aplicarse la nueva ex-
cepción al supuesto de que el perjudicado 
incumpliera su deber de colaboración, al 
entender que ese comportamiento consti-
tuye un rehúse injustificado a participar en 
la fase extrajudicial. En consecuencia, aun-
que se estimara íntegramente la demanda, 
podría no conseguir un pronunciamiento fa-
vorable en costas en este caso (en el que, 
además, tampoco obtendría los intereses 
del art. 20 LCS, conforme a lo previsto en el 
art. 37.2 TRLRCSCVM).

Por otra parte, para que se aplique la excep-
ción, el MASC rehusado injustificadamente 
debe ser legalmente preceptivo, es decir, 
necesario para la admisión de la demanda, 
lo que dejaría fuera el rechazo a participar 
en otro MASC una vez cumplido el trámite 
obligatorio previsto en el art. 7 TRLRCSCVM.

•	 Apartado 4.

La redacción de este apartado suscita nu-
merosas dudas. Su tenor literal es el siguien-
te: «Si la parte requerida para iniciar una ac-
tividad negociadora previa tendente a evi-
tar el proceso judicial hubiese rehusado in-
tervenir en la misma, la parte requirente 
quedará exenta de la condena en costas, 
salvo que se aprecie un abuso del servicio 
púbico de justicia».

Podría pensarse que el legislador pretende 
mostrarnos otra cara de la misma moneda: 
en el apartado 1 se excluye que la parte ven-
cedora obtenga un pronunciamiento favo-
rable en costas y, en el apartado 4, se des-
carta un pronunciamiento desfavorable 
para el perdedor.

Sin embargo, a diferencia del apartado 1, en 
el punto 4:

•	 No se requiere que la actividad negocia-
dora sea preceptiva, ni se menciona la deri-
vación judicial.

•	 No se exige que el rehúse a participar en 
el MASC haya sido sin justa causa.

•	 Se habla de exención de la condena en 
costas cuando, conforme a la excepción in-
troducida en el apartado 1, dicho pronuncia-
miento no debería haberse efectuado.

Quizá la explicación más convincente la fa-
cilita Gregorio Serrano Hoyo5, quien entien-
de que, en realidad, el apartado 4 introduce 
una excepción a la nueva excepción del 
apartado 1 para evitar que la parte que sabe 
que tiene pocas posibilidades de éxito en el 
proceso judicial, inste a la contraria a la uti-
lización de un MASC con el fin de evitar un 
pronunciamiento desfavorable sobre cos-
tas.

Pensemos en el ejemplo que se expone a 
continuación. El perjudicado dirige una re-
clamación previa a la aseguradora, que in-
cumple su deber de emitir oferta/respuesta 
razonada, y aquel inicia el correspondiente 
procedimiento judicial en reclamación de la 
indemnización que le corresponde. Dicha 
demanda se desestima porque no se consi-
dera acreditada la existencia del siniestro o 
la presencia del demandante en aquel. El re-
húse injustificado por parte de la compañía 
a cumplir con la obligación que le impone el 
art. 7 TRLRCSCVM justificaría la aplicación 
de la excepción al principio del vencimiento 
introducida en el apartado 1 (rehúse injusti-
ficado a participar en un MASC legalmente 
preceptivo); sin embargo, en este caso, 
aquella podría ser neutralizada por la “con-
traexcepción” del punto 4, al entender que 
el demandante ha incurrido en abuso del 
servicio público de justicia por mantener 
una pretensión absolutamente insostenible.

5	 Vide ut supra.
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1.2.- Estimación parcial.

El art. 394.2 LEC mantiene la regla general 
de que cada parte abone las costas causadas a 
su instancia y las comunes por mitad, así como 
la excepción de que hubiere méritos para impo-
nerlas a una de ellas por haber litigado con te-
meridad. También en este caso se introduce una 
nueva excepción que faculta al tribunal a impo-
ner las costas, en decisión debidamente motiva-
da, a la parte que no hubiera acudido, sin justa 
causa, a un MASC legalmente preceptivo o 
acordado por derivación judicial.

1.3.- Allanamiento.

Se modifica el art. 395 LEC, relativo a las 
costas en caso de allanamiento. 

Se mantiene la regla general de no impo-
nerlas si aquel se produce antes de la contesta-
ción, y de imponerlas si es posterior.

También se mantiene la excepción que per-
mite imponer las costas al demandado que se 

allane antes de la contestación, cuando el tribu-
nal, razonándolo debidamente, aprecie mala fe 
en su conducta. Esto será así cuando antes de 
presentarse la demanda se hubiese requerido al 
demandado para el cumplimiento de la obliga-
ción de forma fehaciente y justificada o -se aña-
de- cuando hubiese rechazado el acuerdo ofre-
cido o la participación en un MASC.

Se introduce una nueva excepción que per-
mite condenar al pago de las costas en caso de 
allanamiento anterior a la contestación, cuando 
el tribunal aprecie de forma razonada abuso del 
servicio público de Justicia en el allanado. Si 
partimos de que, según el Preámbulo de la LO 
1/25, esta circunstancia concurre si se acude in-
justificadamente a la jurisdicción, cuando hubie-
ra sido factible y evidente una solución consen-
suada de la controversia, podemos plantear el 
siguiente ejemplo. En la STS 384/2025, de 13 de 
marzo, la Sala Primera interpreta el concepto de 
perjudicado funcional o por analogía del art. 
62.3 TRLRCSCVM. Se trataba de determinar, en 
un atropello con resultado de muerte de un me-
nor, si debía reconocerse la condición de perju-
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dicado al padre biológico o al segundo marido 
de la madre. Al constar acreditado el incumpli-
miento de las obligaciones paternofiliales por el 
padre biológico, que se había desentendido de 
sus hijos desde la separación, así como el cum-
plimiento de facto y continuado de dichas fun-
ciones por el padrastro, se confirma la decisión 
de la Audiencia de reconocer al segundo mari-
do la condición de perjudicado ascendente pro-
genitor paterno por el fallecimiento del menor. 
Además se indica que ser allegado y perjudica-
do por analogía son categorías incompatibles, 
en cuanto que una persona no puede tener una 
y otra al mismo tiempo, ya que allegado es, por 
definición legal, quien reúna los requisitos lega-
les sin tener la condición de perjudicado. Imagi-
nemos que, tras conocerse esta sentencia, ocu-
rre un accidente del que deriva una situación 
análoga y que, reclamada extrajudicialmente la 
indemnización por quien ha venido actuando 
como padre por incumplimiento del biológico 
(que nada pide para él), la aseguradora emite 
oferta motivada reconociéndole, no como per-
judicado por analogía, sino como allegado. El 
padrastro, disconforme con dicho ofrecimiento, 
interpone la correspondiente demanda y la 
compañía se allana antes de contestar; podría-
mos pensar que esta ha actuado con abuso del 
servicio público de Justicia, al obligar al perjudi-
cado a acudir a los tribunales cuando era clara 
la doctrina de la sala sobre el conflicto plantea-
do, lo que justificaría a la imposición de las cos-
tas a la allanada.

Se introduce un nuevo apartado 3 según el 
cual, si la parte demandada no hubiera acudido, 
sin causa que lo justifique, a un MASC, cuando 
fuera legalmente preceptivo o acordado por 
derivación judicial, y luego se allanare a la de-
manda, se le condenará en costas salvo que el 
tribunal, en decisión debidamente motivada, 
aprecie circunstancias excepcionales para no 
imponérselas.

En este caso, no se especifica si este apar-
tado se refiere al allanamiento anterior o poste-
rior a la demanda, o a ambos. No obstante, la 
referencia a la no participación en un MASC, 
que se incluye en los supuestos de mala fe que 
permiten la imposición de las costas a quien se 
allana antes de contestar, hace pensar que se 
refiere a este supuesto, respecto al que se reite-
raría la excepción que permite la condena en 
costas, completándola con una contraexcep-
ción, tal y como sucede en el art. 394.4 LEC. 
Cabe interpretar que las circunstancias excep-
cionales que permitirían no imponer las costas a 
quien hubiera rehusado participar en un MASC 
y posteriormente se allana antes de la contesta-

ción tendrían que ver con la apreciación de una 
justa causa para ese rechazo.

1.4.- Otras modificaciones en el pronuncia-
miento sobre costas.

1.4.1.- Límite del tercio.

Se mantiene el límite del tercio de la cuantía 
del procedimiento si bien, en el caso de preten-
siones inestimables, se eleva su valoración de 
18.000 a 24.000 euros.

1.4.2.- Titular del derecho a la asistencia jurídica 
gratuita beneficiado por el pronunciamiento so-
bre costas.

En el supuesto de que el beneficiado por el 
pronunciamiento sobre costas sea titular del 
derecho a la asistencia jurídica gratuita, aquellas 
deben ser abonadas a los profesionales desig-
nados para su representación y dirección jurídi-
ca, que estarán obligadas a devolver las canti-
dades eventualmente percibidas con cargo a 
fondos públicos por su intervención en el pro-
ceso. A tal efecto, se comunicará por la Oficina 
Judicial a los colegios profesionales correspon-
dientes dicha circunstancia. La DF décima de la 
LO 1/25 modifica el art. 36.1 LAJG en el mismo 
sentido.

Es doctrina consolidada que las costas 
constituyen un crédito a favor del vencedor 
para resarcirle de los gastos generados por el 
procedimiento judicial, y no del profesional que 
le ha defendido o representado. Pero, cuando el 
favorecido por el pronunciamiento sobre costas 
es beneficiario del derecho a la asistencia jurídi-
ca gratuita, no ha incurrido en gasto alguno, y 
es razonable que las costas se destinen al pago 
de los profesionales designados.

1.4.3.- Procedimientos en los que no resulta pre-
ceptiva la intervención de abogado y procura-
dor.

Conforme dispone el art. 32.5 LEC, en los 
procedimientos en los que no sea preceptiva la 
intervención de abogado y procurador, se man-
tiene la regla general de excluir sus derechos y 
honorarios de la eventual condena en costas de 
la parte contraria a la que se hubiese servido de 
dichos profesionales. Asimismo, se mantienen 
las excepciones consistentes en que el Tribunal 
aprecie temeridad en el condenado en costas, o 
que el domicilio de la parte que se ha servido de 
tales profesionales esté en un partido judicial 
distinto (que sustituye al “lugar” de la actual re-
dacción). La LO 1/25 incluye como nueva excep-
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ción que el Tribunal aprecie abuso del servicio 
público de justicia en el condenado en costas.

2.- Tasación de costas.

2.1.- Incidentes de impugnación de la tasación 
de costas por indebidas o excesivas.

La LO 1/25 modifica el art. 246.4 LEC para 
excluir el pronunciamiento sobre las costas del 
incidente de impugnación de la tasación de 
costas, salvo que el Tribunal apreciara abuso del 
servicio público de Justicia.

2.2.- Exoneración/moderación de la tasación de 
costas.

Por lo que respecta a la tasación de costas, 
la modificación más importante introducida por 
la LO 1/25 se refiere a la posibilidad de que el 
condenado a su pago solicite su exoneración o 
la moderación (arts. 245.5 y 245 bis LEC), lo 
que podrá hacer en el mismo plazo previsto 
para la impugnación de la tasación por indebi-
das o por excesivas (diez días desde el traslado 
de la tasación efectuada por el LAJ, art. 244.1 
LEC) que, en el caso de que también se hubiera 
planteado, se resolvería después dar respuesta 
a la solicitud de exoneración/moderación.

En este momento, decae la confidenciali-
dad que afecta a los MASC. Esto es lógico, ya 
que la tasación de costas se solicita una vez fir-
me la resolución en que se hubiese impuesto la 
condena (art. 242 LEC), por lo que ya no hay 
riesgo de que el contenido de la negociación 
pueda influir en la decisión del Tribunal. Por otra 
parte, la solicitud de exoneración/moderación 
deberá acompañar la documentación íntegra 
referida a la propuesta realizada extrajudicial-
mente ya que, para que aquella prospere, el so-
licitante debe acreditar que6: (i) formuló una 
propuesta a la parte contraria en cualquiera de 
los MASC al que hubiera acudido; (ii) aquella no 
hubiese sido aceptada por la parte requerida; 
(iii) la resolución judicial que ponga término al 
procedimiento sea sustancialmente coincidente 
con el contenido de dicha propuesta. Las mis-
mas consecuencias tendrá el rechazo injustifi-

6	 En el fórum de unificación de criterios de los LAJs 
destinados en los Juzgados de Primera Instancia de Barce-
lona, celebrado el 20 y 21 de marzo de 2025, se concluyó 
que si en el incidente de solicitud de exoneración o modera-
ción de costas no se acompaña la documentación sobre la 
propuesta realizada junto con la impugnación, se solicitará 
subsanación. Se pronuncian así sobre la duda que genera en 
este punto el silencio del legislador y que se está interpre-
tando de forma discrepante en los distintos foros de debate 
sobre la reforma.

cado de la propuesta que hubiese formulado el 
tercero neutral, cuando la sentencia recaída en 
el proceso sea sustancialmente coincidente con 
la citada propuesta.

Realmente, resulta difícil entender cómo es 
posible, si se ha realizado extrajudicialmente 
una propuesta sustancialmente coincidente con 
la sentencia dictada, que se haya perdido el 
pleito con condena en costas.

Podría pensarse que, en la fase previa, se 
reclamaron 100, y se contestó a dicha reclama-
ción ofreciendo 85, lo que fue rechazado. En el 
procedimiento judicial posterior, la sentencia 
estima sustancialmente la demanda y condena 
a pagar 90 y, como la estimación es sustancial, 
se condena al demandado al pago de las cos-
tas. Este podría solicitar la exoneración o la mo-
deración con fundamento en que los 85 que 
ofreció extrajudicialmente se aproximan más a 
los 90 a los que ha sido condenado que los 100 
que se le reclamaron inicialmente.

El problema que plantea este nuevo inci-
dente es que el legislador no establece pautas o 
criterios que guíen al tribunal para determinar 
cuándo procede la exoneración y cuándo la mo-
deración de la condena en costas. Tampoco 
aclara, en caso de optar por la moderación, 
cómo debe llevarse a cabo, limitándose a seña-
lar que el auto deberá indicar el porcentaje con-
creto y las partidas objeto de aquella.

A la vista de la disparidad de resoluciones 
que se dictarán en aplicación de este artículo, 
es positivo que se prevea que en el auto que 
resuelva este nuevo incidente no habrá pronun-
ciamiento sobre costas.

IV. OTROS PROBLEMAS

La LO 1/25 incluye otras novedades que 
pueden afectar al art. 7 TRLRCSCVM y que se 
exponen a continuación.

1.- Asistencia letrada. Honorarios.

Una de las críticas que suscita el nuevo re-
quisito de procedibilidad es que puede incre-
mentar los gastos en los que deben incurrir las 
partes para hacer efectivo su derecho.

El art. 6 LO 1/25 establece que, sin perjuicio 
de la facultad de las partes de acudir a cualquier 
actividad negociadora asistidas de letrado, su in-
tervención solo es preceptiva cuando el MASC 
elegido sea la oferta vinculante si la cuantía del 
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asunto controvertido supera los dos mil euros, o 
cuando una ley sectorial así lo exija para la realiza-
ción o aceptación de la oferta. Aun cuando la ley 
no lo diga expresamente, la participación de di-
chos profesionales en la fase extrajudicial es con-
sustancial al proceso de Derecho colaborativo.

Aunque una de las ventajas de la fase previa 
contemplada en el art. 7 TRLRCSCVM es su ca-
rácter gratuito para el perjudicado, la compleji-
dad del sistema de valoración introducido por la 
Ley 35/2015, y el desequilibrio existente entre 
las partes, aconseja la asistencia letrada tam-
bién en ese momento.

El citado art. 6 LO 1/25 sigue diciendo que, 
en el caso de que no fuera preceptiva la inter-
vención de abogado, si cualquiera de las partes 
pretende servirse de ella, deberá ponerlo en co-
nocimiento de la otra para que esta pueda deci-
dir valerse también de letrado, todo ello en los 
plazos fijados por el referido precepto.

En el caso de que las partes decidan acudir 
al proceso negociador asistidas de letrado, el 
art. 11.1 LO 1/25 prevé que cada una de ellas abo-
ne sus respectivos honorarios, salvo que tenga 
reconocido el derecho a la asistencia jurídica 
gratuita. A tal efecto, la DF décima modifica el 
art. 6 LAJG para incluir en su apartado 11, entre 
las prestaciones del derecho, la asistencia gra-

tuita de los profesionales de la abogacía en 
cualquiera de los MASC permitidos por la ley 
que tenga por objeto dar cumplimiento al requi-
sito de procedibilidad introducido por la refor-
ma, cuando en el eventual proceso judicial (no 
en el proceso negociador) la intervención de 
este profesional sea legalmente preceptiva o 
cuando, no siéndolo, la parte contraria actúe 
con él. No se distingue entre los MASC previstos 
en la LO 1/25 y los contemplados en una ley 
sectorial, como el art. 7 TRLRCSCVM, por lo que 
esta modificación sería aplicable a las reclama-
ciones por daños derivados de accidentes de 
tráfico en las que, dado que la aseguradora 
siempre está asistida de letrado en el procedi-
miento judicial, el perjudicado beneficiario del 
derecho a la asistencia jurídica gratuita podrá 
contar con esta prestación en la fase previa.

Además de abonar los honorarios del letrado, 
las partes tendrán que pagar los que correspondan 
al tercero neutral que pudiera intervenir en la ne-
gociación elegida, que serán objeto de acuerdo 
previo, salvo que opten por mecanismos públicos 
para la solución de conflictos, que será de acceso 
gratuito (art. 11.2 LO 1/25)7, como contempla el art. 

7	 La DA tercera de la LO 1/25 se refiere a los servicios 
adecuados de solución de controversias que constituirán, en 
el ámbito de sus respectivas competencias, y en la forma 
que consideren adecuada, el Ministerio de Justicia y las Co-
munidades Autónomas.
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7 TRLRCSCVM cuando faculta al perjudicado que 
no está conforme con la oferta motivada a pedir un 
informe al Instituto de Medicina Legal.8

Algún sector defiende que los gastos extra-
procesales en los que deben incurrir ahora las 
partes deberían poder compensarse mediante 
su inclusión en la tasación de costas del proce-
dimiento ulterior. No se ha modificado el art. 241 
LEC, por lo que la respuesta a esta cuestión de-
penderá de si se entiende que estos desembol-
sos tienen o no su origen directo e inmediato en 
la existencia del proceso judicial.

La única referencia que contiene al respec-
to la LO 1/25 se encuentra en su art. 12.4, que 
regula la formalización del acuerdo alcanzado. 
Dicho precepto prevé la posibilidad de elevar 
aquel a escritura pública para que adquiera 
fuerza ejecutiva (art. 13.2), modificándose en 
consonancia el art. 517 LEC. En el caso de hacer 
uso de dicha facultad, los gastos de otorga-
miento serán abonados según lo acordado por 
las partes. En defecto de acuerdo, serán paga-
dos por la parte que solicite la elevación a escri-
tura pública, sin perjuicio de la repercusión 
como costas que, en su caso, pudiera producir-
se en el proceso de ejecución de conformidad 
con lo establecido en la LEC, teniendo la consi-
deración de derechos arancelarios.

En el fórum de unificación de criterios de 
los LAJs destinados en los Juzgados de Primera 
Instancia de Barcelona, celebrado el 20 y 21 de 
marzo de 2025, se concluyó que, en la tasación 
de costas, los gastos generados por un tercero 
o experto independiente en el MASC se podrán 
repercutir como suplidos, presentada la factura 
correspondiente.

Por su parte, la DA segundo establece: «Para los casos en 
que la utilización del medio adecuado de solución de con-
troversias sea requisito de procedibilidad sea requisito de 
procedibilidad antes de acudir a los tribunales de justicia y 
para aquellos otros en que la intervención del tercero neu-
tral se produzca por derivación de dichos tribunales una vez 
iniciado el proceso, las Administraciones con competen-
cias en materia de Justicia podrán establecer, en su caso, 
cuando tengan por conveniente para sufragar el coste de 
la intervención de dicho tercero neutral, en todo o en parte, 
con cargo a fondos públicos y para aquellas personas en 
quienes concurran los requisitos que se establezcan a tal 
efecto, en la medida en que los medios adecuados de solu-
ción de controversias permitan reducir tanto la litigiosidad 
como sus costes, siempre de acuerdo con las disponibilida-
des presupuestarias».

8	 El Proyecto de reforma del TRLRCSCVM modifi-
ca el art. 7 para ampliar esta facultad a los supuestos de 
disconformidad con la respuesta motivada indicando que el 
perjudicado no ha sufrido lesiones a causa del accidente.

En el ámbito de la circulación constan re-
soluciones favorables a la inclusión en la tasa-
ción de costas de los honorarios del letrado 
del perjudicado por remitir la reclamación ex-
trajudicial a la aseguradora, aunque la cuestión 
no recibe una respuesta unánime en la prácti-
ca judicial.9

Los argumentos de quienes se muestran 
conformes con la inclusión son los siguientes:

•	 La reclamación previa constituye un re-
quisito de procedibilidad necesario para la ad-
misión de la demanda, incluso en procedimien-
tos de cuantía no superior a 2.000 € por lo que, 
como acto preparatorio del proceso y necesario 
para su inicio, forma parte inescindible de las 
actuaciones que debe realizar el perjudicado 
para el ejercicio de la acción en salvaguarda de 
sus derechos.

•	 Aunque la intervención del letrado no es 
preceptiva en esta fase previa, la complejidad 
del sistema de valoración hace aconsejable 
aquella, especialmente teniendo en cuenta las 
importantes consecuencias procesales que tie-
ne el mecanismo previsto en el art. 7 TRL-
RCSCVM en el procedimiento judicial ulterior.

La tesis contraria argumenta:

•	 Aunque pudiera considerarse que este 
desembolso tiene su origen directo e inmediato 
en la existencia del proceso judicial, la interven-
ción del letrado no es preceptiva en esta fase 
previa. La inclusión en la tasación de costas de 
un gasto efectuado en aquella sería un agravio 
comparativo con los perjudicados beneficiados 
por la condena en costas en un procedimiento 
que no exceda de 2.000 €, que no pueden in-
cluir en la tasación – salvo las excepciones pre-
vistas en el art. 32.5 LEC, entre las que no se in-
cluye la complejidad del asunto- los honorarios 
del letrado (devengados en la fase previa o du-
rante el pleito), precisamente por no ser obliga-
toria su intervención.

A la vista de las dudas que suscita la cues-
tión, resulta favorable que la LO 1/25 haya modi-
ficado el art. 246 LEC para eliminar el pronun-
ciamiento sobre costas en los incidentes de im-

9	 Auto del Juzgado de Primera Instancia n.º 6 de 
Granada, de 3 de marzo de 2021 (Impug. Tasac. Costas 
1347.2019); auto del Juzgado de Primera Instancia n.º 15 de 
Granada, de 22 de septiembre de 2021 (Impug. Tasac. Cos-
tas 286.02/2019); auto del Juzgado de Primera Instancia n.º 
1 de Granada, de 29 de abril de 2021 (JVB 1731/2019); auto 
del Juzgado de Primera Instancia n.º 1 de Sevilla, de 30 de 
junio de 2021 (Impug. Tasac. Costas 1390.01/2018).
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pugnación de la tasación, salvo que se aprecie 
abuso del servicio público de justicia.

Cuestión distinta es si el seguro de defensa 
jurídica cubre o no estos gastos, problema ana-
lizado por Javier López y García de la Serrana, 
director de esta revista, en el editorial del núme-
ro anterior, al que me remito.10

2.- Vigencia temporal del requisito de pro-
cedibilidad.

La apertura del proceso negociador supone 
la interrupción de la prescripción o la suspen-
sión de la caducidad desde la fecha en la que 
conste el intento de comunicación de dicha so-
licitud a la otra parte en el domicilio personal o 
lugar de trabajo que le conste al solicitante, o 
bien a través del medio de comunicación elec-
trónico empleado por las partes en sus relacio-
nes previas (art. 7.1 LO 1/25). El 7.1 TRLRCSCVM 
contiene la misma previsión para el ejercicio de 
la acción directa frente a la aseguradora.

El cómputo permanece interrumpido o sus-
pendido hasta la fecha de la firma del acuerdo o 
de la terminación del proceso de negociación 
sin alcanzar aquel. De forma análoga, en las re-
clamaciones frente a la aseguradora por daños 
derivados de la circulación, el plazo permanece 
interrumpido hasta la notificación fehaciente al 
perjudicado de la oferta o respuesta motivada 
definitiva (art. 7.1 i.f. TRLRCSCVM), o desde el 
transcurso de los tres meses con los que conta-
ba la aseguradora para hacerlo, momento a par-
tir del cual queda expedita la vía judicial (art. 7.8 
TRLRCSCVM).

Intentado el MASC sin alcanzar un acuerdo, 
debería poder interponerse la demanda durante 
todo el plazo de vida de la acción. Sin embargo, 
el art. 7.3 LO 1/25 prevé que, en el caso de que la 
solicitud de la negociación no tenga respuesta, 
o bien que el proceso negociador finalice sin 
acuerdo, para que pueda entenderse cumplido 
el requisito de procedibilidad, las partes debe-
rán formular la demanda dentro del plazo de un 
año, respectivamente, desde la fecha de recep-
ción de la solicitud de negociación por la parte 

10	 En el mismo sentido: La libre elección de abogado 
para un procedimiento de mediación como objeto de cober-
tura del seguro de defensa jurídica: su aplicación al proce-
dimiento de oferta y respuesta motivada y a la reclamación 
previa a la vía judicial de la ley sobre responsabilidad civil 
y seguro en la circulación de vehículos a motor. Juan José 
Marín López. Sobre responsabilidad civil y seguro: homenaje 
a Mariano Medina Crespo / Mariano Medina Crespo (hom.), 
Javier López y García de la Serrana (dir.), 2020, págs. 615-
642.

a la que se haya dirigido la misma o, en su caso, 
desde la fecha de terminación del proceso de 
negociación sin acuerdo.

Se establece así un período de vigencia 
temporal del MASC de un año, transcurrido el 
cual, las partes deberán iniciar un nuevo proce-
so negociador para cumplir el requisito de pro-
cedibilidad. Obviamente, este plazo de un año 
deberá ponerse en relación con los de prescrip-
ción o de caducidad que afecten a la acción que 
se pretenda ejercitar, que puede ser inferior. Por 
ejemplo, si se quiere interponer una demanda 
de responsabilidad civil extracontractual, su 
plazo anual de prescripción coincide con la vi-
gencia temporal del MASC pero, si pretende-
mos ejercitar una acción sometida a un plazo de 
caducidad de seis meses, de los que probable-
mente ya haya transcurrido alguno antes de ini-
ciar el proceso negociador, habrá que interpo-
ner la demanda en el tiempo que reste para 
consumir dicho plazo pues, en caso contrario, 
se vería frustrada la acción.

Aunque el Preámbulo no justifica esta vi-
gencia temporal, el informe del CGPJ al Ante-
proyecto de Ley de eficiencia procesal -que 
contemplaba un plazo de vigencia inferior, de 
tres meses- explica que esta previsión parece 
sustentarse en la consideración de que el inten-
to de MASC debe mantener una cierta proximi-
dad temporal con la apertura del proceso ya 
que, transcurrido un determinado periodo de 
tiempo, cabría presumir que el conflicto ha va-
riado y puede ser susceptible de un nuevo in-
tento de negociación.11

El art. 7 TRLRCSCVM no establece el referi-
do plazo de vigencia temporal de la fase previa 
por lo que cabe la duda de si le sería aplicable a 
las reclamaciones por daños derivados de un 
accidente de tráfico. Imaginemos que, tras la 
emisión de la oferta/respuesta motivada, el per-
judicado dejara transcurrir más de un año sin 
interponer la demanda, y hubiera estado remi-
tiendo reclamaciones con el único propósito de 
interrumpir la prescripción, ¿habría perdido vi-
gencia esta fase prejudicial? De ser así, ¿habría 
que repetir el mismo procedimiento previsto en 
el art. 7 o, consumido este, sería necesario acu-
dir a otro MASC para cumplir el requisito de 
procedibilidad?

El Preámbulo de la LO 1/25 señala que, en el 
caso de actividades negociadas tipificadas en 

11	 file:///I:/Descargas/20210727%20Informe%20ante-
proyecto%20de%20Ley%20de%20medidas%20de%20efi-
ciencia%20procesal%20(2).pdf
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leyes sectoriales serán de aplicación los requisi-
tos procedimentales establecidos en las mismas 
por lo que, si el art. 7 TRLRCSCVM no prevé una 
vigencia temporal de la oferta/respuesta moti-
vada, cabría entender que no le es aplicable 
(como tampoco lo sería el plazo de un mes -u 
otro mayor establecido por la requirente- para 
que la otra parte acepte o rechace la oferta 
transmitida, a fin de que esta no decaiga, tal y 
como se prevé en el art. 17.4 LO 1/25 para la 
oferta vinculante confidencial).

Sin embargo, la Junta Sectorial de Jueces 
de Primera Instancia de Granada, en el Acuerdo 
de unificación de criterios adoptado el 28 de 
marzo de 2025, entendió que, si la demanda no 
se interpone en el plazo de un año, la reclama-
ción previa efectuada pierde su consideración 
como requisito de procedibilidad y, para la ad-
misión de la demanda transcurrido dicho plazo, 
debería acreditarse haber realizado otra recla-
mación previa de conformidad con el artículo 7 
TRLRCSCVM o bien haber utilizado alguno de 
los MASC previstos en la LO 1/25.

3.- Identidad del objeto de la fase de ne-
gociación y el procedimiento judicial.

Para entender cumplido el requisito de pro-
cedibilidad, el art. 5.2 LO 1/25 exige que exista 
identidad entre el objeto de la negociación y el 
objeto del litigio, aun cuando las pretensiones 
que pudieran ejercitarse, en su caso, en vía juris-
diccional, pudieran variar.

El informe del CGPJ al APL de Eficiencia 
Procesal advirtió que, con esta regulación su-
cinta, no quedaba claro si la voluntad del pre-
legislador era exigir la triple identidad de par-
tes, objeto y causa para entender cumplido el 
requisito de procedibilidad, en cuyo caso ca-
bría plantearse los efectos que tal exigencia 
habría de tener sobre las distintas vías de am-
pliación del objeto del proceso a través de la 
acumulación de acciones (art. 12 LEC), la am-
pliación de la demanda (art. 401 LEC), la re-
convención (art. 406 LEC) o la intervención 
provocada (art. 14 LEC). La previsión de que 
las pretensiones formuladas en vía judicial pu-
dieran variar respecto del objeto de la nego-
ciación arrojaba más incertidumbre sobre el 
exacto alcance de la exigencia legal, pues pa-
recía sugerir que la identidad de objeto entre 
negociación y litigio cabía interpretarla en tér-
minos amplios como equivalente a que una y 
otro versaran sobre la sustancia del conflicto 
con independencia de la perfecta correspon-
dencia entre partes y cuestiones jurídicas sus-
citadas.

La redacción del APL se ha mantenido en la 
LO 1/25, por lo que las dudas se mantienen.

3.1. Acumulación subjetiva de acciones.

Imaginemos que el perjudicado por un acci-
dente de circulación ha dirigido la reclamación 
previa frente a la aseguradora del responsable, 
que ha emitido la correspondiente oferta/res-
puesta motivada, con la que no hay conformi-
dad. Expedita la vía judicial, la demanda no solo 
se dirige frente a la compañía, sino también 
frente al propietario y/o conductor, con los que 
no se ha llevado a cabo un proceso negociador. 
¿Debería admitirse a trámite la demanda exclu-
sivamente frente a la aseguradora? ¿Cabría 
pensar que el objeto permanece inalterado, 
pese a la acumulación subjetiva de acciones?

Cabría entender que, si la aseguradora no 
cuestiona la cobertura, y no existe conflicto de 
intereses entre aquella -que finalmente termina-
rá pagando- y su asegurado, el objeto de la fase 
previa y del procedimiento -pretensión indem-
nizatoria de los daños derivados de un acciden-
te de circulación- coinciden.

También podría pensarse que una de las es-
pecialidades del requisito de procedibilidad 
para reclamaciones de tráfico es que este debe 
cumplirse exclusivamente con la aseguradora, 
por su condición de garante del pago de la in-
demnización, pero el art. 7 TRLRCSCVM impo-
ne esta fase previa para el ejercicio de la acción 
directa del art. 76 LCS, que no es la que se diri-
ge frente al conductor y/o propietario del vehí-
culo.

Por otra parte, entre las exenciones previs-
tas en el art. 5 LO 1/25, no se incluyen las de-
mandas interpuestas frente a posibles respon-
sables cuando ya se haya seguido un proceso 
negociador frente a su aseguradora.

Un problema adicional que se plantea en 
este caso es el de la posible prescripción de la 
acción frente al propietario y/o conductor del 
vehículo, en atención a la doctrina de la Sala Pri-
mera del Tribunal Supremo según la cual, la re-
clamación efectuada a la aseguradora no inte-
rrumpe el cómputo del plazo de prescripción 
frente a aquellos (SsTS, de pleno, 503/2017, de 
15 de septiembre y 332/2022, de 27 de abril) 
-aunque sí al contrario (por todas, STS 
1219/2023, de 11 de septiembre)-.

Nos puede servir de augurio sobre la postu-
ra que adoptarán los tribunales lo resuelto hasta 
ahora cuando, dirigida la demanda contra ase-
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guradora, conductor y/o propietario, no se ha-
bía cumplido el requisito de procedibilidad pre-
visto en el art. 7 TRLRCSCVM, solo exigible 
frente a la compañía. En estos casos, un sector 
mayoritario de los tribunales entendía que de-
bía admitirse la demanda solo frente al conduc-
tor y/o propietario, pero no frente a la compa-
ñía, sin perjuicio de que otros sostenían de for-
ma minoritaria la inadmisión de la demanda 
frente a todos.12

En espera de lo que decidan los tribunales, 
evitar que se inadmita la demanda frente al con-
ductor y/o propietario sería tan sencillo como 
dirigir frente a estos una oferta vinculante confi-
dencial con la indemnización que se estime 
adecuada. Entiendo que, de adoptar esta solu-
ción después de que el mecanismo del art. 7 
TRLRCSCVM hubiera fracasado, la buena fe que 
el art. 2 LO 1/25 exigiría informar de aquel.

Sobre este problema ya se han alcanzado 
los siguientes acuerdos:

•	 En el fórum de unificación de criterios 
de los LAJs destinados en los Juzgados 
de Primera Instancia de Barcelona, cele-
brado el 20 y 21 de marzo de 2025, se 
entendió que la identidad de objeto de 
la actividad negociadora y del procedi-
miento judicial alcanza también a la 
subjetiva, de tal manera que los sujetos 
que hubieran intervenido en el MASC 
deben coincidir con los del procedi-
miento contencioso posterior.

•	 En materia específica de circulación, el 
Acuerdo de unificación de criterios de 
la Junta Sectorial de Jueces de Primera 
Instancia de Granada, adoptado el 28 
de marzo de 2025, concluyó que, en 
caso de demandar, junto a la entidad 
aseguradora, al propietario, conductor 
o asegurado, será necesaria la acredita-
ción de haber acudido a un MASC res-
pecto de ellos.

Además de los expuesto, la pluralidad de 
partes plantea otros problemas. Por ejemplo, 
¿sería necesario que todos los posibles afecta-
dos por un conflicto - imaginemos un supuesto 

12	 En el primer grupo, SAP de Sevilla, Sección 8.ª, de 
10 de septiembre de 2020, Rollo 3126/20, así como la SAP 
de Valladolid, Sección 3.ª, de 24 de enero de 2020, Rollo 
496/2019). En el segundo, AAP Córdoba, sec. 1.ª, de 28 de 
noviembre de 2016, cuyo criterio se reitera en el Auto de la 
misma sección de 25 de mayo de 2017 (rollo 382/2017), y 
en el AAP León, sec. 2.ª, de 17 de noviembre de 2017 (rollo 
306/2017).

de colisión múltiple- intervinieran en un mismo 
MASC para que realmente este cumpliera su 
objetivo de alcanzar una solución extrajudicial 
del conflicto? Lo cierto es que la reforma no lo 
exige, ni siquiera en casos de litisconsorcio pasi-
vo necesario que, en el supuesto planteado, no 
se produce.

3.2.- Reconvención.

Otro problema que plantea la exigencia de 
la identidad de objeto del proceso negociador y 
el judicial es el de si resulta exigible el cumpli-
miento del requisito de procedibilidad para la 
admisión de la demanda reconvencional.

Algunos autores consideran que, iniciado el 
procedimiento judicial con la admisión de la de-
manda principal, este ya no puede evitarse, por 
lo que no tendría sentido exigir al demandado 
haber seguido un MASC frente al reconvenido.

Por otra parte, cabe pensar que, iniciado un 
proceso negociador, todas las partes implicadas 
expondrán sus posturas, por lo que aquel debe-
ría abarcar tanto las pretensiones que el de-
mandante pudiera formular en la demanda, 
como las que pretenda ejercitar el demandado. 
En el caso de que se trasladara durante el pro-
cedimiento judicial por primera vez al deman-
dante la pretensión reconvencional, esta podría 
ser una de las circunstancia a tener en cuenta 
por el tribunal o por el letrado de la Administra-
ción de Justicia para proponer a las partes deri-
var el litigio a un MASC, conforme prevé el art. 
19.5 LEC introducido por la LO 1/25.

Con carácter general, los acuerdos de unifi-
cación de criterios alcanzados hasta la fecha, 
coinciden en que no es exigible el cumplimiento 
del requisito de procedibilidad para plantear 
demanda reconvencional.13

Sin embargo, en el ámbito de los procedi-
mientos de tráfico, la SAP Lleida, de 31 de julio 

13	 Fórum de unificación de criterios de los LAJs des-
tinados en los Juzgados de Primera Instancia de Barcelona, 
celebrado el 20 y 21 de marzo de 2025.

También llega a esa conclusión la Junta Sectorial de Jueces 
de Primera Instancia de Granada, en el acuerdo de unifica-
ción de criterios adoptado el 28 de marzo de 2025, ya que, 
si no fuera así, afectaría e imposibilitaría a la parte dar cum-
plimiento a los plazos procesales correspondientes.

En el sentido expuesto, la propuesta de unificación de crite-
rios sobre la incidencia procesal de los MASC en la jurisdic-
ción civil, del Ilustre Colegio Nacional de Letrados de la Ad-
ministración de Justicia, de 2 de abril de 2025. Se entiende 
que, en estos casos, el proceso ya está en marcha, y añadir 
una obligación adicional de negociación retrasaría la resolu-
ción sin aportar beneficios significativos.
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de 2018, rollo 474/2017 ratificó la inadmisión de 
la demanda reconvencional frente a la asegu-
radora, aunque entró a conocer de la misma 
porque también se había demandado al con-
ductor.

Podría mantenerse que, discutida la respon-
sabilidad del siniestro, y emitida respuesta moti-
vada por tal circunstancia por la aseguradora 
posteriormente demandada, el hecho de que no 
se haya reclamado extrajudicialmente la indem-
nización que corresponda al otro perjudicado 
-que pudiera incluso no ser discutida en el litigio 
ulterior- carece de relevancia a efectos de evitar 
el proceso judicial, que es el objetivo pretendido 
con estos trámites previos.

4.- Subsanación.

La LO 1/25 modifica el art. 403.2 LEC, en el 
sentido de que no se admitirán las demandas 
cuando no se acompañen a ella los documentos 
que la ley expresamente exija para la admisión 
de aquellas, cuando no se hagan constar las cir-
cunstancias a las que se refiere el segundo pá-
rrafo del apartado 3 del art. 399 en los casos en 
los que se haya acudido a un MASC por exigirlo 
la ley como requisito de procedibilidad o cuan-
do no se hayan efectuado los requerimientos, 
reclamaciones o consignaciones que se exijan 
en caso especiales.

Entre estos últimos se encuentra la previ-
sión contenida en el art. 7.8 i.f. TRLRCSCVM, 
que exige que se acompañen a la demanda los 
documentos que acrediten la presentación de la 
reclamación al asegurado y la oferta o respues-
ta motivada, si se hubiera emitido por la asegu-
radora. Aunque la Ley no lo exija, entiendo que 
el respeto al principio de la buena fe que debe 
regir todas las actuaciones procesales justifica 
que se incluya en la demanda una referencia a 
cualquier otra actuación extrajudicial seguida 
para solventar el conflicto, como la intervención 
del Instituto de Medicina Legal o haber acudido 
a mediación o a cualquier otro MASC.

La LO 1/25 omite cualquier referencia a la 
posibilidad de subsanación del defecto procesal 
relativo al cumplimiento del requisito de proce-
dibilidad, a diferencia, por ejemplo, de la posibi-
lidad contemplada en el art. 81.3 de la Ley regu-
ladora de la Jurisdicción Social14.

14	 Art. 81.3 LRJS: Si a la demanda no se acompañara 
certificación del acto de conciliación o mediación previa, o 
de la papeleta de conciliación o de la solicitud de mediación, 
de no haberse celebrado en plazo legal, el letrado o letra-

El informe del CGPJ al Anteproyecto de Ley 
de Eficiencia Procesal ya advirtió de la conve-
niencia de que el legislador introdujera esta po-
sibilidad de subsanación, a fin de no afectar el 
derecho a la tutela judicial efectiva en su ver-
tiente de acceso a los tribunales, conforme a 
consolidada doctrina constitucional en relación 
con el requisito de la conciliación previa en el 
ámbito laboral.

Ya en fase de tramitación parlamentaria se 
introdujeron varias enmiendas favorables a la 
subsanación, si bien no coincidían en el alcance 
que debía tener aquella. Unas apuntaban que, 
tal y como ocurre con el depósito para recurrir 
del art. 449 LEC, solo podía darse plazo a la 
parte demandante para aportar la documenta-
ción que no había acompañado inicialmente 
con la demanda, justificativa de haber intentado 
el MASC, pero no procedía la subsanación si di-
cho intento de negociación no se había produ-
cido; es decir, podía subsanarse el acto defec-
tuoso pero no el omitido. En cambio, otras en-
miendas eran favorables a la suspensión del 
procedimiento durante el tiempo necesario para 
que las partes pudieran llevar a cabo dicha acti-
vidad negociadora.15

No obstante el silencio legislativo sobre 
esta cuestión, la subsanación podría venir avala-
da por el art. 231 LEC, pero persistiría la duda 
sobre su alcance. Si analizamos la práctica judi-
cial en relación con el art. 7 TRLRCVSVM, esta 
quedaría circunscrita a la aportación de la do-
cumentación acreditativa del intento de MASC16, 
pero cualquier otra decisión a la que pudiera 
llegarse por los tribunales tras la entrada en vi-
gor de la LO 1/25 sería extensible a los procedi-
mientos de tráfico.

Esta es la conclusión que se está alcanzan-
do en los distintos acuerdos de unificación de 
criterios que se están adoptando.17

da de la Administración de Justicia, sin perjuicio de resolver 
sobre la admisión y proceder al señalamiento, advertirá al 
demandante que ha de acreditar la celebración o el intento 
del expresado acto en el plazo de quince días, contados a 
partir del día siguiente a la recepción de la notificación, con 
apercibimiento de archivo de las actuaciones en caso con-
trario, quedando sin efecto el señalamiento efectuado.

15	 BOCG 3 de febrero de 2023.

16	 SAP Tarragona, Sec. 1.ª, de 11 de marzo de 2020 
(Rollo 636/2019).

17	 XXIII Jornadas de Presidentes de Audiencias Pro-
vinciales celebradas en marzo de 2025.

Acuerdo de unificación de criterios de la Junta de Jueces 
de Primera Instancia de Barcelona, de 12 de marzo de 2025.

En el fórum de unificación de criterios de los LAJs desti-
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V.- CONCLUSIONES

1.- El mecanismo reclamación previa-oferta/
respuesta motivada previsto en el art. 7 TRL-
RCSCVM debe considerarse un requisito de 
procedibilidad específico para los procedimien-
tos de tráfico. Cumplido este, queda expedita la 
vía judicial, sin perjuicio de la previsión de otras 
alternativas de carácter facultativo para obte-
ner una solución consensuada.

2.- Resulta aplicable a los procedimientos 
de tráfico la nueva regulación de las costas, que 
tiene en cuenta la participación de las partes en 
la fase previa legalmente preceptiva.

3.- La reforma introduce una serie de cam-
bios de los que también pueden beneficiarse 
los perjudicados por daños derivados de la cir-
culación, como la nueva prestación del dere-
cho a la asistencia jurídica gratuita, que se ex-
tiende a la fase previa cuando en el eventual 
procedimiento judicial que se siguiera des-
pués, la intervención de dicho profesional fue-
ra preceptiva, o la otra parte se sirviera de ella, 

nados en los Juzgados de Primera Instancia de Barcelona, 
celebrado el 20 y 21 de marzo de 2025, se concluyó que, 
cuando no conste en la demanda la descripción de la activi-
dad negociadora realizada, se dará cuenta al magistrado/a 
para decidir sobre su admisión (art.403 LEC). Por otra parte, 
aunque consideran un defecto subsanable la acreditación 
documental insuficiente o defectuosa de haberse intentado 
el MASC previo, no se considera admisible que el deman-
dante comunique que inicia la negociación durante el plazo 
de subsanación del articulo 231 LEC, y solicite para ello la 
suspensión del procedimiento conforme al artículo 19 LEC. 
Tampoco se admitiría que el demandante pida ampliación 
del plazo de subsanación de la demanda hasta los 30 días y 
cumpla el requisito de procedibilidad en ese intervalo.

El Acuerdo de unificación de criterios de la Junta Sectorial 
de Jueces de Primera Instancia de Granada, de 28 de marzo 
de 2025, señala al respecto que, en caso de no aportarse 
con la demanda la documentación y datos a la que hace 
referencia el artículo 399 LEC, se requerirá para subsanar 
siempre que en la demanda se haga referencia a la descrip-
ción del proceso de negociación previo llevado a cabo o la 
imposibilidad del mismo, conforme a lo establecido en el 
ordinal 4.º del artículo 264, con manifestación en su caso, 
de los documentos que justifiquen que se ha acudido a un 
MASC. Si no se hace referencia a dichos extremos en el es-
crito de demanda, la misma será inadmitida a trámite.

En línea con lo anterior, el Ilustre Colegio Nacional de Letra-
dos de la Administración de Justicia, refuerza la conclusión 
de la imposibilidad de subsanar el acto completamente omi-
tido con el argumento de que los plazos establecidos en el 
artículo 10.4 de la LO 1/2025 —30 días para que el requerido 
rechace la propuesta o tres meses sin alcanzar un acuerdo— 
no son compatibles con el plazo de subsanación de 10 días 
previsto en el artículo 231 de la LEC para defectos proce-
sales generales, lo que justifica la inadmisión inmediata en 
caso de omisión del MASC.

Junta de Jueces de Primera Instancia de Logroño, de 1 de 
abril de 2025.

como ocurre siempre que interviene una ase-
guradora.

4.- La aplicación de otras novedades intro-
ducidas por la LO 1/25 a las reclamaciones deri-
vadas de la circulación de vehículos resultan 
más controvertidas, como la vigencia temporal 
del proceso negociador, que podría solventarse 
con la remisión que se hace en su Preámbulo a 
los requisitos procedimentales establecidos en 
las leyes sectoriales.

5.- La reforma también genera dudas que 
no son específicas de los procedimientos de 
tráfico, como el alcance de la identidad del ob-
jeto de la negociación y del procedimiento judi-
cial, el de la subsanación de la falta de acredita-
ción del requisito de procedibilidad, o la posibi-
lidad de resarcirse de los gastos que genera su 
cumplimiento a través de las costas, extremos 
sobre los que ya se han pronunciado los tribu-
nales en los procedimientos de tráfico, aunque 
no siempre de manera homogénea.

6.- A la vista de todas las incertidumbres 
que suscita la LO 1/25, es favorable que la refor-
ma organizativa, relativa a los tribunales de ins-
tancia, prevea la posibilidad de que la Junta de 
Jueces se reúna para el examen y valoración de 
criterios interpretativos divergentes en la apli-
cación de la ley en asuntos sustancialmente 
iguales. Además, puesto que las cuestiones 
planteadas tienen en muchas casos naturaleza 
procesal, también resulta útil para alcanzar so-
luciones homogéneas que la reforma del recur-
so de casación -introducida por el RDL 5/2023- 
haya unificado en un solo recurso extraordinario 
las infracciones sustantivas y las adjetivas, sin 
subordinación de estas a aquellas, lo que podría 
permitir a la Sala Primera del Tribunal Supremo 
pronunciarse sobre los aspectos respecto de 
los que no existe uniformidad.

BIBLIOGRAFÍA

-	 M.ª José Achón Bruñén. Análisis crítico de 
los numerosos problemas prácticos que 
puede ocasionar la nueva regulación de las 
costas procesales civiles introducida por la 
Ley 1/2025, de 2 de enero. Diario LA LEY, 
N.º 10652, Sección Tribuna, 27 de enero de 
2025.

-	 Raquel Blázquez Martín. El impacto de los 
medios adecuados de solución de contro-
versias en el proceso civil tras la Ley Orgá-
nica 1/2025, de 2 de enero, de medidas en 
materia de eficiencia del Servicio Público de 



d

o

c

t

r

i

n

a

www.asociacionabogadosrcs.org

103

Justicia. Diario LA LEY, N.º 10643, Sección 
Tribuna, 14 de enero de 2025.

-	 María Cristina Caja Moya. Procedimiento de 
mediación en reclamaciones de indemniza-
ciones en accidentes de circulación. Diario 
La Ley, N.º 9127, Sección Tribuna, 26 de ene-
ro de 2018.

-	 Adrián Gómez Linacero. Los MASC y su im-
pacto procesal tras la LO 1/2025, de 2 de 
enero: preguntas y respuestas en clave 
práctica.

-	 Diario LA LEY, N.º 10651, Sección Tribuna, 
24 de enero de 2025, LA LEY

-	 Javier López y García de la Serrana. El se-
guro de defensa jurídica: La reclamación 
previa y los nuevos MASC. Revista de la 
Asociación Española de Abogados de Res-
ponsabilidad Civil y Seguro. Editorial. N.º 92. 
Año 2025.

-	 Diana Marcos Francisco. LO 1/2025, de 2 de 
enero: los MASC como presupuesto de pro-
cedibilidad en la jurisdicción civil. Actuali-



d

o

c

t

r

i

n

a

Revista de Responsabilidad Civil y Seguro

104

dad Jurídica Aranzadi, n.º 1014, enero de 
2025, Editorial Aranzadi.

-	 Juan José Marín López. La libre elección 
de abogado para un procedimiento de 
mediación como objeto de cobertura del 
seguro de defensa jurídica: su aplicación al 
procedimiento de oferta y respuesta moti-
vada y a la reclamación previa a la vía judi-
cial de la ley sobre responsabilidad civil y 
seguro en la circulación de vehículos a 
motor. Sobre responsabilidad civil y segu-
ro: homenaje a Mariano Medina Crespo / 
Mariano Medina Crespo (hom.), Javier Ló-
pez y García de la Serrana (dir.), 2020, 
págs. 615-642.

-	 Alberto Martínez de Santos. Las novedades 
en materia de costas en Ley Orgánica 
1/2025, de 2 de enero, de medidas en mate-

ria de eficiencia del Servicio Público de Jus-
ticia. Diario LA LEY, N.º 10649, Sección Tri-
buna, 22 de enero de 2025.

-	 Jorge Medel Bernardo. Costas procesales. 
Novedades introducidas por la LO 1/2025, 
de 2 de enero, de medidas en materia de 
eficiencia del Servicio Público de Justicia. 
Revista de Derecho vLex - Núm. 248, enero 
2025. Link: https://app.vlex.com/vid/costas- 
procesales-novedades-introducidas- 
1067421406

-	 Gregorio Serrano Hoyo. Costas en caso de 
inasistencia injustificada a los MASC y pos-
terior vencimiento procesal del rebelde ex-
traprocesal. La eficiencia de la justicia a de-
bate / coord. por Felipe Alba Cladera; Fer-
nando Jiménez Conde (dir.), Francisco Ló-
pez Simó (dir.), 2023.


